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Cuestionario del Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos humanos y las empresas transnacionales y otras empresas.
Conectando las empresas y los derechos humanos con la lucha contra la corrupción
1. ¿Cuáles son las áreas clave en las que la corrupción causa, contribuye o está vinculada a los abusos de los derechos humanos y a los impactos negativos para los titulares de derechos? ¿Existen sectores o áreas clave en los que la corrupción conduce a abusos de los derechos humanos con un nexo empresarial (por ejemplo, en actores particulares o en áreas específicas como la adquisición de tierras a gran escala o las contrataciones públicas)?

Los abusos a los Derechos Humanos provocan serias consecuencias sobre los titulares de derechos; pueden mencionarse algunas áreas claves como:

1. El requerimiento o la aceptación, directa o indirectamente, por un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otros beneficios como dádivas, favores, promesas o ventajas para sí mismo o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas:

2. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indirectamente, a un funcionario público o a una persona que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de valor pecuniario u otro beneficio como dádivas, favores, promesas o ventajas para ese funcionario público o para otra persona o entidad a cambio de la realización u omisión de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas.

3. La realización por parte de un funcionario público o una persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente beneficios para sí mismo o para un tercero;
4. El aprovechamiento doloso u ocultación de bienes provenientes de cualesquiera de los actos anteriormente descritos;

5. La participación como autor, coautor, instigador, cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la comisión, tentativa de comisión, asociación o confabulación para la comisión de cualquiera de los actos anteriormente descritos;

6. En el derecho de Acceso a la Información Pública, que puede llegar a limitar la rendición de cuentas de las instituciones estatales, llevando de esta manera al desarrollo de la impunidad en el país, lo cual a su vez causa insatisfacción por parte de la ciudadanía, quien expresa su disgusto con estas situaciones mediante diversos medios.

7. Falta de transparencia en el sector público, específicamente en los procesos de contratación públicos (competencia desigual, contrataciones y compras ilícitas, etc).

Estas prácticas generalizadas y graves de corrupción desencadenan un impacto en el disfrute de los derechos humanos, especialmente en los grupos en situación de vulnerabilidad.
2. Dadas las áreas analizadas en la pregunta anterior, ¿cuáles son las formas en que los Estados deben abordar la cuestión de la corrupción que tiene una conexión con los abusos de los derechos humanos relacionados con la actividad empresarial? Por ejemplo, ¿cómo pueden los Estados abordar el doble deber de promover la anticorrupción e implementar los Principios Rectores de las Naciones Unidas a través de sus planes de acción nacionales, estrategias anticorrupción y el deseo general de coherencia política en áreas como la conducta empresarial responsable, la promoción del comercio y la inversión, el acceso a la justicia, etc.?

Partiendo de las áreas analizadas, el abordaje del deber de promover la anticorrupción y la implementación de los Principios Rectores en la construcción de estos Planes de Acción Nacionales sobre Empresas y Derechos Humanos debe partir con la participación de todos los actores involucrados, asegurando que todas las acciones plasmadas en el plan den respuesta efectiva a la problemática y responda a un verdadero ejercicio del derecho al acceso a la información. 
Al tener una visión integral de las partes interesadas en la construcción del plan, se podrá en su etapa más temprana, abordar las lagunas identificadas entre el accionar del gobierno, que impide que se cuente con una coherencia política horizontal, y que provocan de esta manera violaciones sistemáticas a los derechos humanos. En cuanto a la coherencia política vertical efectiva, los Estados deben aplicar la figura del control de convencionalidad en base a los Principios Rectores sobre Empresas y Derechos Humanos y otros estándares internacionales en materia anticorrupción. 
En ese sentido, los Estados deben procurar los siguientes elementos:
· Fortalecer el rol de liderazgo del Estado para que las empresas respeten los derechos humanos; por ejemplo, en materia de contratación pública, el estado debe ser el ejemplo de cumplimiento de todos los condicionantes que la rigen, como ser transparencia, verificación, códigos de ética y de conducta, reducción de la discrecionalidad, etc.
· Fortalecer las instituciones públicas, las judiciales y otros cuerpos de supervisión en temas de combate a la corrupción e impunidad y su impacto sobre los derechos humanos. 

· Establecer mecanismos y hacer más efectivos los ya existentes en materia de limitar la interacción del Estado con empresas que haya sido comprobada su participación en actos de corrupción o violación de los derechos humanos en sus actividades empresariales.  

· Mejorar los mecanismos de protección a las personas que denuncian actos de corrupción.
· Fortalecer los mecanismos de diálogo sobre el combate a la corrupción y la impunidad ya existentes, y promover la creación de nuevos. 
En el caso de las empresas privadas, estas deben apegarse y cumplir con las disposiciones establecidas en la legislación existente para el combate a la corrupción y coadyuvar al control de la misma y su inherente impacto en el respeto de los  derechos humanos. Asimismo,  hacer frente a las consecuencias negativas sobre los derechos humanos en las que tengan algún grado de participación; como ser,  establecer mecanismos de reclamación u otorgar medidas efectivas de reparación a las víctimas, entre otras. 

3. ¿Existen esferas en las que los Estados deberían ampliar las políticas y normativa anticorrupción existentes para incluir requisitos para que las empresas también respeten los derechos humanos (por ejemplo, en la concesión de créditos a la exportación y otras formas de apoyo al comercio y la inversión, en la adjudicación de contratos públicos)?

Dentro de las esferas posibles, pueden incluirse los grados de transparencia en los apoyos al comercio, inversión y adjudicación de contratos públicos. 

De igual forma la necesidad de contar con nuevos y mejores mecanismos o métodos de acceso a la información, así como mecanismos de control que limiten la interacción del Estado con empresas que haya sido comprobada su participación en actos de corrupción o violación de los derechos humanos en sus actividades empresariales. 
4. ¿Cómo se puede coordinar mejor el cumplimiento de las normas anticorrupción y la debida diligencia en materia de derechos humanos dentro de las empresas como parte de un enfoque general de la conducta empresarial responsable? ¿Cuáles son ejemplos de buenas prácticas?

Para una mejor coordinación en el cumplimiento a las normas anticorrupción y la debida diligencia en materia de derechos humanos, pueden las empresas acogerse en el concepto de responsabilidad empresarial; en la cual definen áreas para implementar programas y proyectos a los que les dan seguimiento para su posterior evaluación. Las principales áreas pudieran ser:

• Recursos Humanos; incluyendo factores relacionados con los trabajadores/as, como las condiciones del empleo, estabilidad y desarrollo profesional, formación del talento, conciliación, comunicación interna (ascendente y descendente), gestión activa de la igualdad y la diversidad. 

• Ámbito Económico; abarcando aspectos relacionados con la ética, la calidad y utilidad del producto y/o servicio, la comunicación y atención al cliente o la evaluación de la cadena de suministro, entre otros. 

• Ámbito Medioambiental; desarrollando aspectos relacionados con el medioambiente desde la política ambiental, a los impactos medioambientales que genera la organización con sus actividades (consumos energéticos, utilización de recursos), hasta el diseño de productos y servicios ecológicamente eficientes. 

• Ámbito social; siendo la acción social que desarrolla la organización, desde proyectos sociales, culturales, deportivos que lleve a cabo, a proyectos que impliquen el desarrollo local.

Además de promover medidas anticorrupción en el sector privado; campañas de sensibilización sobre los defensores de derechos humanos; la rendición de cuentas tanto en las empresas públicas como en las empresas privadas, cualquier empresa que haya recibido una condena mediante sentencia firme por delitos contra la propiedad, la fe pública, cohecho, enriquecimiento ilícito, negociaciones incompatibles con el ejercicio de la función pública, malversación de caudales públicos y defraudación fiscal se inhabilite para volver a concursar en las contrataciones del Estado.

Podría considerarse un ejemplo de buena práctica las Evaluaciones de Impacto Ambiental, por parte de la Secretaría de Recursos Naturales y Ambiente (Mi Ambiente) que obligan a que todos los proyectos, instalaciones industriales o cualquier otra actividad pública o privada, susceptible de contaminar o degradar el ambiente, los recursos naturales o el patrimonio histórico cultural de la nación se sometan a estas, permitiendo así prevenir los posibles efectos negativos; consecuentemente las medidas de protección del ambiente o de los recursos naturales que resulten de dichas evaluaciones serán de obligatorio cumplimiento para todas las partes, en la fase de ejecución y durante la vida útil de las obras o instalaciones. 

Además por parte del sector privado, recientemente, el Consejo Hondureño de la Empresa Privada aprobó la Política Institucional de Empresas y Derechos Humanos que fue diseñada en consonancia a los Principios Rectores de Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos Humanos; en esta se priorizan la sensibilización y formación en derechos humanos, la debida diligencia empresarial, el diálogo y coordinación de esfuerzos en materia de derechos humanos. En la construcción de esta política, participó la Secretaría de Estado en el Despacho de Derechos Humanos mediante la asesoría técnica. 

5. Cómo afecta la corrupción y las actividades corruptas a la capacidad de las víctimas de buscar acceso a mecanismos de reparación eficaces (tanto judiciales como extrajudiciales)? ¿Qué medidas pueden adoptar los Estados y las empresas para hacer frente a estos desafíos?

La corrupción en dichos mecanismos contribuye a que las víctimas no logren una reparación integral en torno al derecho vulnerado.

Dentro de las medidas que pueden adoptar los Estados, está lograr la promoción del fortalecimiento institucional, desde las instituciones encargadas de recibir denuncias, investigar casos y judicializarlos, todo ello en apego a las estrictas normas de derechos humanos correspondientes. 

Asimismo, el Estado debe reducir el uso indebido del ius puniendi, en tomar represalias contra los defensores de los derechos humanos. Esto crea un efecto de intimidación causando un perjuicio para la comunidad, puesto que se pretende inhibir la labor de las personas defensoras de derechos humanos. Además de vulnerarse sus garantías personales, se niega a la ciudadanía la posibilidad de obtener justicia por violaciones a derechos humanos, y el apoyo y acompañamiento de víctimas; al no determinarse las responsabilidades individuales conduce a la perpetuación de la impunidad.  

Las empresas tienen la responsabilidad de garantizar que las y los defensores de derechos humanos puedan hacer su labor de manera eficaz y segura, además de eliminar, y prevenir  las acciones, como campañas de desprestigio y discursos estigmatizantes y contenido desinformado que contribuyen a deslegitimar la labor de las y los defensores afectando su credibilidad. 

6. ¿Existen formas en las que las víctimas de abusos relacionados con las empresas y los derechos humanos utilicen los mecanismos anticorrupción para buscar reparación a las violaciones de los derechos humanos?

7. ¿Existen áreas en las que debería haber una mayor alineación de políticas, en términos de búsqueda de reformas, que beneficien tanto a la agenda de empresas y derechos humanos como la agenda anticorrupción, como en áreas que incluyen las contrataciones públicas, la protección de los denunciantes, la reforma de la propiedad efectiva, la legislación sobre conflicto de intereses para los funcionarios públicos y los legisladores, etc.?
La regulación del tema de conflicto de intereses en códigos de conducta, códigos de ética de servidores públicos, incluyendo regímenes de regalos e incompatibilidades, siendo ideal y oportuno que a nivel del Poder Ejecutivo se articularan estrategias que contribuyan a la prevención y detención del Conflicto de Intereses en el sector público; y en lo concerniente a la protección de los denunciantes a través de un marco regulatorio que proteja al denunciante en cuanto a la reserva de su nombre y su identidad, así como de las declaraciones, documentos e investigaciones que se practiquen.

La utilidad de la alineación de las políticas, en términos de buscar espacios para compartir las mejores prácticas, que beneficien tanto la agenda de empresas y derechos humanos, como la agenda anticorrupción.
8. ¿Cómo pueden/deben los Estados, el sector privado y la sociedad civil trabajar para coordinar mejor las agendas anticorrupción y de empresas y derechos humanos para prevenir los daños en ambas dimensiones a través de la acción colectiva y las plataformas de múltiples partes interesadas?

Para que los Estados, sector privado y sociedad civil puedan trabajar y mejorar continuamente en estas temáticas, es necesario una campaña de socialización de los diversos valores humanos a las personas de estos sectores, y, promoción del derecho de acceso a la información y su uso por medio de talleres especializados sobre los usos del derecho para la mejora de la competencia en los procesos de contratación estatales. 

La importancia de garantizar que el país dé los pasos indicados hacia un Plan Nacional de Acción sobre Empresas y Derechos Humanos que contenga acciones vinculadas en las agendas de los actores involucrados en materia anticorrupción, supone el trabajo previo y el diálogo permanente y franco en un espacio multiactor integrado por el Estado, sector privado y organizaciones de sociedad civil para abordar la problemática de los diferentes actores.

9. ¿Qué papel deben desempeñar las instituciones financieras internacionales y los Inversores para ejercer influencia y asegurar tanto la prevención de la corrupción como el respeto de los derechos humanos por parte de las empresas?

Las instituciones financieras, ya sean internacionales o nacionales podrían realizar mayores exigencias robustas a los prestatarios en materia de derechos humanos e implementar acciones de debida diligencia que cumplan con los estándares internacionales de derechos humanos, lo que influirá en la prevención de la corrupción y respeto de los derechos humanos por parte de las empresas. 

10. ¿Cómo pueden los organismos de las Naciones Unidas, como la ACNUDH y la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito, trabajar más estrechamente para abordar los impactos de la corrupción en los derechos humanos?

El acompañamiento de estos organismos internacionales en la ejecución de programas, políticas o acciones institucionales, contribución en la creación de espacios de interlocución entre los distintos sectores competentes y en la veeduría de los procesos; aporta en la generación de confianza. De igual manera estos organismos pueden contribuir al fortalecimiento de capacidades institucionales (públicas y privadas) en la materia. 
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